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REFORMA DE LAS PENSIONES 
EL GOBIERNO Y LA AIReF ABONAN EL TERRENO PARA LA PRIVATIZACIÓN  

La Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF) ha publicado el primer informe sobre el impacto estimado de 
las medidas adoptadas en la reforma del sistema de pensiones y la segunda Opinión de sostenibilidad a largo plazo de las 
Administraciones públicas (AAPP). En su informe alerta que la sostenibilidad del sistema no ha mejorado respecto a las 
previsiones de 2023. La AIReF estima un crecimiento medio del gasto en pensiones de 3,4 puntos de PIB hasta 2050, frente a 
los 3 puntos que estimaba hace dos años. El gasto en pensiones se sitúa en el 14,6% de PIB entre 2022 y 2050.  Los ingresos 
derivados del incremento en las cotizaciones ascienden al 1,4% (Mecanismo de Equidad Intergeneracional, MEI), por lo que 
se cumple con la regla de gasto establecido, situándose en un gasto neto en pensiones de 13,2% del PIB.  

El MEI irá subiendo progresivamente hasta alcanzar un total de 1,2% en 2029 (1% la empresa y 0,2% el trabajador) y se 
mantendrá el 1,2% hasta 2050 si todo va bien. El MEI dispone de una serie de “proyecciones” o reglas para fortalecer los ingresos 
del sistema público de pensiones en el periodo 2022-2050 calculando si el impacto medio anual de estas medidas es igual, 
superior o inferior al 1,7% del PIB con el objetivo de que el gasto medio neto público de las pensiones en el periodo 2022-2050 
no supere el 13,3% del PIB. Si el MEI no alcanza, se pueden aumentar las cotizaciones o establecer otro tipo de recortes.  

No obstante, la misma AIReF reconoce las debilidades de esta regla, ya que merma su capacidad de supervisión y su 
independencia al basarse sólo en el momento en el que se calcula (sin tener en cuenta factores cambiantes) y ofrece una visión 
parcial sobre la sostenibilidad al referirse exclusivamente al ámbito de la Seguridad Social.  

El informe sobre la segunda Opinión de sostenibilidad de las AAPP, que tiene en cuenta el efecto del envejecimiento poblacional 
en todas las partidas de ingreso y de gasto (no sólo en pensiones), y otros retos como el cambio climático o el gasto en defensa, 
muestra la vulnerabilidad fiscal de la economía española, con una deuda pública ascendente que alcanzaría el 129% del PIB 
en 2050 y el 181% del PIB en 2070. La población en edad de trabajar en 2050 se reduciría hasta los 36 millones de personas (aun 
con un flujo migratorio anual medio de 288.000 personas) y el crecimiento medio del PIB se situaría en el 1,3% a largo plazo (aun 
aumentando la productividad 1,1%). 

La AIReF advierte que será necesario aumentar las transferencias procedentes del resto de los Fondos de la Seguridad Social 
o de la Administración Central en 2,4 puntos de PIB. Este incremento, en ausencia de medidas, supondrá una minoración de 
los recursos disponibles para la financiación de otras políticas de gasto o el recurso de recurrir al endeudamiento, lo que 
parece difícil de compatibilizar con las exigencias y compromisos derivados de los marcos fiscales europeo y nacional. 

La AIReF estima un incremento del déficit hasta alcanzar el 7% del PIB en 2050 (y 7,7% en 2070). La reducción de la presión del 
envejecimiento a partir del 2050, no aliviará el déficit debido al incremento de los gastos asociados al envejecimiento, la sanidad, 
los cuidados y a la carga de intereses. Para mitigar el impacto del aumento del gasto en defensa, Europa ha propuesto activar la 
cláusula de escape nacional que introdujo el nuevo marco fiscal de la UE, es decir, que por cada incremento del PIB en gasto de 
defensa será necesario un ajuste fiscal, es decir, más impuestos para tratar de reducir la deuda.  

Por estos motivos la AIReF sugiere, para mantener una estrategia fiscal creíble y que garantice la sostenibilidad de las finanzas 
públicas, la transposición del nuevo marco europeo a la normativa nacional, es decir, cumplir con mantener o reducir 
gradualmente la deuda pública hasta un máximo del 60 % del PIB y garantizar el cumplimiento de un límite de déficit del 3 % del 
PIB con ciertas salvaguardias.  

EL MEI CONLLEVARÁ LA SUSTITUCIÓN DE LAS PENSIONES PÚBLICAS POR LAS PRIVADAS 
La AIReF evaluará cada 3 años la eficacia del MEI utilizando las mismas herramientas del Informe de Envejecimiento publicado 
por la Comisión Europea. El nuevo marco fiscal europeo exige la aprobación del MEI, cuya principal consecuencia prevista es la 
reducción paulatina de la cuantía de las pensiones públicas desde el 80% actual, a poco más del 50 % a partir de 2050 respecto 
al último salario en activo (tasa de reemplazo). Para sustituir esta pérdida de poder adquisitivo de las pensiones públicas, la 
actual reforma de las pensiones está potenciando la creación de planes de empresa públicos gestionados por entidades 
privadas. Es decir, se penaliza la esperanza de vida poniendo en jaque la Constitución Española: “Los poderes públicos 
garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la suficiencia económica a los ciudadanos durante 
la tercera edad”. 

PLANES DE EMPRESA: PRECEDENTES NADA HALAGÜEÑOS EN LA ADMINISTRACIÓN. 
La reforma de las pensiones ha configurado los planes de empresa como “fondos de pensiones de empleo de promoción pública 
abiertos”, que permitirá a los planes de empresa de promoción pública estar abiertos a la INVERSIÓN PRIVADA, lo que supone 
la privatización paulatina del actual sistema de pensiones y el paulatino recorte porcentual a las pensiones públicas. Dicha 
reforma establece las comisiones a aplicar, es decir, el régimen de retribuciones de las entidades gestoras y entidades 
depositarias y permite repercutir las comisiones derivadas de inversiones en otros fondos, instituciones de inversión o en 
entidades de capital riesgo hasta cierto límite. 
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La reforma ha creado una Comisión Promotora y de Seguimiento, es decir, un órgano interministerial adscrito al Ministerio de 
Seguridad Social que supervisará y velará por el adecuado funcionamiento de los fondos de pensiones de promoción “pública”. 
Y ha creado también una Comisión de Control Especial que supervisará y controlará la adecuada gestión de los Fondos por 
parte de las entidades gestoras que se seleccionen. Esta Comisión está compuesta por las organizaciones empresariales y de 
trabajadores con la consideración de más representativos. Cae una nueva sombra de “oportunidades” sobre los intereses 
económicos y sociales de los trabajadores.  

Los precedentes de estos planes de empresa en la Administración no son nada halagüeños. Os recordamos que estos planes 
fueron congelados en 2012 y supusieron un negocio particular para el BBVA, y en otras entidades u organizaciones, 
embolsándose comisiones millonarias a costa del patrimonio del fondo de las futuras pensiones de los funcionarios. Este fondo 
invertía en Bolsa y destinó una parte del dinero a productos de alto riesgo.  

ANÁLISIS Y POSTURA DE SIAT 

La regla establecida para poder cumplir con el gasto en pensiones, según la misma AIReF, no resulta un mecanismo creíble.  
Estudios recientes de la Universidad de Castilla La Mancha critican que no se tenga en cuenta el efecto positivo de las 
pensiones, es decir, la riqueza que genera en la economía y en el consumo (107.313,5 millones del PIB en 2021) sobre el gasto 
en pensiones de la Seguridad Social (97.334,7 millones en 2021) y su efecto estabilizador evitando el desempleo (ese trabajo 
lo ocupa otro trabajador y se reduce el gasto por desempleo). Estos estudios también critican que la reforma no ha tenido en 
cuenta los cambios en el mercado laboral. La reforma de las pensiones se basó en una proyección sobre 17 millones de 
trabajadores en activo en 2025. Actualmente, hay más de 21 millones.  

El MEI es ese “factor de sostenibilidad” de 2013 que, mediante un lavado de imagen, privatizará a cuentagotas el sistema de 
pensiones a través de planes de empresa de “promoción pública” pero de gestión privada. Estos planes deberán complementar 
la reducción paulatina del poder adquisitivo de las pensiones públicas y estarán bajo la supervisión y control de gestores públicos, 
bancos y representantes de trabajadores… Aunque se llene nuevamente la “hucha de las pensiones”, se seguirá erosionando 
el estado de bienestar y poniendo en jaque las garantías constitucionales, penalizando la esperanza de vida (aumento de la 
edad de jubilación, ampliación del cómputo a 29 años, penalización de la jubilación anticipada e incentivación para alargar la 
vida laboral) y comprometiendo el sistema de pensiones a la suerte de los mercados y la buena fe de las gestoras privadas. La 
“hucha de las pensiones” fue dilapidada desde el año 2008 hasta la actualidad dejando de ingresar los superávits generados por 
la cotización para hacer frente a otros gastos impropios (que no fueron contabilizados en los distintos Presupuestos Generales) 
para así cumplir con el déficit impuesto por Europa.  

A entender de SIAT, sólo es posible garantizar una vida digna en la jubilación garantizando el poder adquisitivo de las pensiones 
públicas mediante un porcentaje para la tasa de reemplazo por encima del 80% con respecto al último sueldo en activo y 
ligado a las variaciones del IPC.  

Esta propuesta tiene que ser financiada mediante los sucesivos Presupuestos Generales del Estado y por una Unión Europea que 
asuma más competencias y equilibre los desajustes fiscales y laborales existentes entre sus diferentes miembros. La Europa de 
los ciudadanos debe avanzar fiscal y socialmente en sus competencias para garantizar un Estado de Bienestar -en claro retroceso- 
que ha permitido el mayor periodo de desarrollo económico y social de su historia. No puede ser que, un grupo de dogmáticos 
ponga el foco sólo en el gasto público y no en desarrollar una reforma fiscal homogénea que permita obtener los recursos 
necesarios para mantener un Estado de bienestar en todos los países miembros. Dos tercios del presupuesto de la UE se 
sufraga con el IVA, un impuesto desigual que no grava la renta de las personas físicas o jurídicas.  

A entender de SIAT, las pensiones no son un gasto. Son una inversión pública y social. SIAT no se opone a otros instrumentos 
legalmente constituidos, pero, en materia de pensiones, defiende un sistema público que garantice una vida digna en la 
jubilación. Ese modelo debe garantizar y blindar el poder adquisitivo de las pensiones públicas, no favorecer intereses 
financieros o partidistas. La economía no es una ciencia exacta. Por eso, algunos sólo buscan vestirla de dogma para acabar 
con el sistema público de pensiones mientras se llenan los bolsillos con el esfuerzo de toda la ciudadanía.  

¡¡¡EL ULTRA LIBERALISMO ES COMO EL CANGREJO, HAYA DIFICULTADES 
ECONÓMICAS PARA QUE SU DOGMATISMO AVANCE!!! 

“A todos nos interesa el futuro, ya que ahí vamos a vivir el resto de nuestras vidas” 

Información disponible en www.sindicatosiat.com; Canal de SIAT en Telegram; Twitter y en el BLOG de SIAT en la AEAT 

¡¡¡SIAT ES NECESARIO, AHORA MÁS QUE NUNCA!!!  
¡Un sindicalismo diferente es posible! 

             Síguenos en Telegram   Síguenos en Twitter 

       C/ Lérida, 32-34 - 28020 – Madrid   Tel.: 91 583 1245/ 7989                  
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